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2. ACTUACIONES EN RELACIÓN CON LAS INSTITUCIONES 
DE DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS

2.1. XX JORNADAS DE COORDINACIÓN ENTRE DEFENSORES 
DEL PUEBLO
       
Las relaciones del Defensor del Pueblo y los comisionados autonómicos se basan 

en los principios de coordinación y cooperación. Por ello, estas instituciones mantie-
nen, a lo largo del año, estrechas relaciones sobre sus actuaciones ordinarias. Además 
de estas relaciones en el día a día, las jornadas de coordinación constituyen un foro de 
debate y de puesta en común de temas que les son afi nes.

En el año 2005, las XX Jornadas de Coordinación se celebraron en la ciudad de 
Alicante los días 17, 18 y 19 de octubre, organizadas por el Síndic de Greuges de la 
Comunidad Valenciana.

El tema central de estas jornadas versó sobre “La respuesta de las administracio-
nes públicas ante diferentes fenómenos y problemas que afectan a la infancia y a la 
juventud”.

Con carácter previo, se realizaron talleres de estudio sobre temas que también están 
relacionados con esta materia y cuyas conclusiones se debatieron en el seno de estas 
jornadas. Uno de los talleres, coordinado por la Defensoría del Pueblo de Andalucía, 
se celebró en Sevilla bajo el título “Nuevas realidades tecnológicas y mediáticas”. Las 
conclusiones a las que se llegaron fueron las siguientes:

“Propuestas
1.1. que por los poderes públicos se incentive la elaboración de videojuegos y 
juegos de ordenador destinados a los menores con contenidos formativos o edu-
cativos y se fomente su utilización por los centros docentes como herramienta 
pedagógica.
2.1. que la Comisión de Seguimiento del Código de Autorregulación incremente 
sus funciones de control y supervisión, particularmente en relación a las reco-
mendaciones por edad.
2.2. que se profundice en la adopción de criterios comunes para conseguir una 
concurrencia en la clasifi cación de los contenidos de los distintos soportes de 
software interactivo.
2.3. que se promueva la adopción de acuerdos con los proveedores de informa-
ción en Internet para la clasifi cación de contenidos en materia de videojuegos 
on line y con las empresas de telefonía móvil para la clasifi cación de juegos 
para móviles.
3.1. que se apruebe una regulación que impida la distribución y venta de pro-
ductos de ocio interactivo que no cuenten con una adecuada clasifi cación de 
contenidos y estén debidamente etiquetados con recomendaciones por edades, 
estableciendo sanciones para quienes incumplan estas normas.
3.2. que se apruebe una regulación que establezca la prohibición de la venta 
y adquisición por menores de productos de software para ocio interactivo en 
función de las edades recomendadas en el etiquetado de los mismos y sancione 
los incumplimientos de dicha prohibición.
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3.3. que se apruebe una regulación que determine las condiciones para la 
exhibición y publicidad de productos de software para ocio interactivo con el 
objetivo de impedir que los menores tengan acceso a contenidos que no sean 
recomendables para su edad y establezca sanciones para quienes incumplan 
estas normas.
4.1. que por lo poderes públicos se realicen campañas de concienciación dirigidas 
a las familias para conseguir que las mismas se responsabilicen de que los me-
nores hagan un uso adecuado y seguro de los productos de ocio interactivo.
4.2. que por los poderes públicos se fomente la educación y formación de los me-
nores en un uso responsable y seguro de los productos de ocio interactivo.”

Un segundo taller, que versó sobre “Administración de Justicia y menores”, se 
celebró en La Palma, organizado por el Diputado del Común de Canarias. Las conclu-
siones que se alcanzaron fueron las siguientes:

“Conclusiones y propuestas
Partiendo del interés superior del menor, como principio inspirador de todas 
las actuaciones, tanto administrativas como judiciales, relacionadas con los 
menores, la relación de éstos con la Administración de Justicia, a juicio de 
los comisionados parlamentarios, debe estar basada en su carácter distinto y 
diferenciado de la Justicia de adultos y exige la especialización de todos los 
operadores intervinientes.
Los menores infractores
-La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal 
de los menores, y el Reglamento aprobado en desarrollo de la misma, ofrecen 
un adecuado marco jurídico de actuación respecto a los menores infractores, 
habida cuenta la orientación educativa de las medidas que prevé y la amplia 
gama de medidas alternativas al internamiento.
-La agilidad que exige la Jurisdicción penal de menores precisa una ade-
cuada provisión tanto en cuanto a infraestructuras y medios materiales nece-
sarios para su aplicación, como en cuanto a personal, cuestión especialmente 
pendiente en determinadas comunidades autónomas con un creciente número 
de jóvenes infractores.
-Las dilaciones que se producen como consecuencia de la carencia de medios 
ocasionan una serie de efectos negativos: inseguridad jurídica y ciudadana, 
quiebra de la fi nalidad educativa de la medida que se imponga e incremento 
de los internamientos cautelares.
Ante esta situación se propone:

-Una adecuada dotación de las plantillas de los Juzgados y Fiscalías de Me-
nores.
-Evitar la tardanza que se produce en cubrir las vacantes que se producen por 
enfermedad o traslado.
-Agilizar la tramitación mediante la implantación de los juicios rápidos en el 
ámbito de la Justicia de menores para aquellos casos de infracciones leves 
o situaciones menos complejas, manteniendo los principios inspiradores de 
la LRPM.
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-Adecuar la ubicación de los Juzgados y Fiscalías de Menores, así como de las 
dependencias destinadas a detención, de forma que se garantice la privacidad 
y atención a los menores.

-Dada la especial relevancia del equipo técnico, tanto en su misión de aseso-
ramiento a jueces y fi scales, como en las funciones de mediación entre el menor 
y la víctima o perjudicado, resulta necesario:

-Una adecuada dotación de las plantillas, siendo deseable la existencia de un 
equipo técnico completo por Fiscal integrado por un psicólogo, un trabajador 
social y un educador.
-Integrar en los equipos un profesional con preparación específi ca en materia 
de mediación.
-Estabilidad del personal, al constituir una fi gura de referencia en la inter-
vención con el menor.
-Potenciar la posibilidad de mediación (conciliación-reparación), restringiendo 
al máximo la intervención penal.

-Las competencias encomendadas a las comunidades autónomas en materia 
de ejecución de medidas exige de las administraciones autonómicas, tras la 
reciente entrada en vigor del Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, actuali-
zar y adecuar a las directrices ahora en vigor, las disposiciones dictadas a nivel 
autonómico en ejecución de dichas competencias.
-Dada la existencia, en la mayoría de las comunidades autónomas, de distintos 
departamentos administrativos relacionados con la Justicia de me-
nores, y aun siendo deseable, en aquellas comunidades donde no exista, la 
creación de un organismo específi co que aglutine dichas competencias, resulta 
imprescindible:

-Arbitrar mecanismos de coordinación entre los distintos departamentos re-
lacionados con la reforma de menores, facilitando la consecución de criterios 
y objetivos compartidos.
-Mayor coordinación entre el ámbito de protección y el ámbito de reforma, 
entre otras vías, a través del traslado del expediente del menor sujeto a 
protección.

-En atención a la insufi ciencia de recursos detectada para atender las 
previsiones de la LRPM en cuanto a la ejecución de las medidas acordadas, 
corresponde a las comunidades autónomas:

-Un adecuado esfuerzo inversor que permita la correcta puesta en funcio-
namiento y la dotación de medios sufi cientes para el desarrollo efectivo de 
todas y cada una de las medidas que la norma prevé.
-Adecuada dotación de personal técnico por parte de la Administración 
competente en materia de ejecución de medidas, de forma que se respeten 
las ratios (menores/profesional) recomendables.
-Potenciar los medios y recursos abiertos, siendo deseable restringir al máximo 
las medidas privativas de libertad y durante el tiempo mínimo necesario.
-Dotar a los recursos en medio abierto de equipos especializados y sufi cientes 
recursos operativos para su efectividad.
-Suscribir convenios entre entidades públicas para la efectividad de la medida 
de prestaciones en benefi cio de la comunidad.
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-Potenciar asimismo los recursos en el propio territorio, involucrando a los 
servicios sociales de los ayuntamientos.
-Actuación en paralelo de los servicios sociales del Ayuntamiento, coordinando 
la atención a las familias con la ejecución de las medidas en medio abierto.

Dadas las diversas disfunciones detectadas en la gestión de los centros de 
cumplimiento de medidas, se hace preciso:

-Una adecuada dotación de infraestructuras y medios personales y materia-
les que contribuyan a solucionar el problema de hacinamiento que afecta a 
determinados centros de cumplimiento.
-Conseguir la efectiva individualización de la medida acordada respecto a 
cada joven infractor.
-Adecuada comunicación con la red de intervención en el ámbito de protección.
-Desarrollar la colaboración entre la entidad pública competente en materia 
de reforma y los organismos públicos encargados de la gestión educativa 
y sanitaria, a través de pactos entre administraciones, para garantizar el 
derecho de los menores a una atención sanitaria adecuada y a la formación 
educativa o profesional.
-Prestar especial atención a la escolarización de los menores, en colaboración 
con el educador de base en el exterior.
-Plena accesibilidad de los chicos y chicas a los programas de integración 
laboral.
-En materia de comunicaciones, visitas y salidas al exterior, establecer proto-
colos con criterios uniformes, vinculantes para todos los centros de cumpli-
miento, adaptados al nuevo Reglamento de la LRPM.
-En cuanto a las funciones de vigilancia y seguridad en el interior de los cen-
tros, éstas se deben realizar por los propios trabajadores del centro.
-Limitar los medios de contención a los previstos y en los casos establecidos 
reglamentariamente, evitando la prisionalización de los centros.
-Formación especializada y continua de los profesionales de los centros de 
cumplimiento, regulando adecuadamente el estatuto jurídico que corresponde 
a los mismos.
-Reducir en todo lo posible la movilidad del personal, ante la necesidad de 
referentes estables para los menores.
-Control efectivo de la gestión de los centros, por parte de la Administración 
autonómica competente, a través de criterios uniformes.
-Facilitar a los distintos comisionados parlamentarios autonómicos el acce-
so a los registros del centro, así como a los expedientes personales de los 
menores.

En aquellos casos en los que se acuerde el internamiento terapéutico, la 
Administración debe ejercer su responsabilidad en orden a proveer los medios 
adecuados para la atención o intervención terapéutica necesaria:

-Mediante una intervención personalizada, a través de centros y profesionales 
especializados.
-Siempre que ello fuera posible, resultaría más apropiado el internamiento 
en centros normalizados con un proyecto educativo adecuado al problema 
de salud mental o dependencia que afecte al menor.
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En el caso de menores extranjeros no acompañados:
-Revisar la efectividad y potenciar los instrumentos de la red de intervención 
en el ámbito de protección.
-Abordar una más ágil colaboración entre la Administración autonómica y 
la Administración central, a través de las Delegaciones del Gobierno, para 
gestionar de manera activa la documentación de estos menores.

Sobre la estructura de los centros:
-Evitar la prisionalización, alejándose de la estética penitenciaria.
-Resultan recomendables los centros de pequeñas dimensiones, a fi n de que 
el tratamiento pueda ser de carácter individual.
-Evitar que los centros semiabiertos se conviertan en centros cerrados.
-Dotar a los centros de una infraestructura que permita la adecuada división 
en módulos y garantice la separación por edades.
-Dotar a los centros preferentemente de habitaciones individuales.

En cuanto a la ubicación de los centros:
-La Administración autonómica, competente en esta materia, debe facilitar el 
derecho del menor internado a que éste se produzca en el centro más cercano 
a su domicilio, de acuerdo con el régimen de internamiento, evitando así el 
desarraigo familiar y facilitando el contacto del menor con el educador de 
su zona, el cual deberá efectuar el seguimiento del menor una vez cumplida 
la medida.
-Suscribir, en su caso, con el Ministerio de Justicia los correspondientes con-
venios para la ejecución de las medidas acordadas por el Juzgado Central de 
Menores de la Audiencia Nacional.
-Ubicación de los centros en zonas urbanas.

En cuanto al tratamiento de los menores que cumplen medidas ju-
diciales por parte de los medios de comunicación, y dada la imagen 
sesgada que en ocasiones se ofrece sobre la aplicación práctica de la LRPM y 
su efi cacia, se propone:

-La elaboración de un dossier o protocolo de comunicación. -El acceso de los 
medios de comunicación a los centros.
-La progresiva especialización de los profesionales de la comunicación en 
aquellas cuestiones relacionadas con la protección y reforma de menores.
-Ofrecer una imagen normalizada de la infancia a la sociedad.

Los menores víctimas
La intervención de los menores en un procedimiento judicial, bien en su calidad 
de víctimas de un delito, o en el caso de hijos de matrimonios que se encuentran 
en proceso de separación o divorcio, nunca debe suponer un daño añadido para 
el menor. A este respecto es necesario:

-Reducir al máximo la posible intervención de los menores en el procedi-
miento judicial.
-Tender a minimizar dicha intervención, en el caso de que sea precisa, ha-
ciendo compatibles los dos principios en juego: el principio de contradicción 
y el derecho del menor.
-Sería recomendable que el Ministerio Fiscal instase, en defensa del interés 
superior del menor, la ejecución de las previsiones que, sobre la confrontación 
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visual con el agresor y práctica de careos, recoge la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal tras su modifi cación por Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio.
-Establecer protocolos interinstitucionales, para todos los profesionales inter-
vinientes, sobre la protección de los menores en el proceso penal.
-En el caso de procedimientos matrimoniales, los menores deben ser oídos a 
través de los medios adecuados a su situación y circunstancias, evitando los 
informes periciales de parte.
-En estos mismos procedimientos, cuando existan causas penales pendientes 
que afecten a los menores, se deben abordar con urgencia las medidas de 
protección que, de acuerdo con la normativa vigente, resulten necesarias 
respecto a los mismos.
-En todo caso, se deberá establecer una prioridad absoluta en la tramitación 
y resolución de los expedientes judiciales en los que resulten implicados 
menores, priorizando, asimismo, la dotación de medios sufi cientes para el 
cumplimiento de los plazos establecidos.”

Un tercer taller se celebró en Zaragoza, organizado por el Justicia de Aragón, y 
analizó “Nuevos retos para la salud de los jóvenes”. Las conclusiones fueron:

“4. Conclusiones y propuestas
1- Con carácter general
Teniendo en cuenta que son varios los factores que pueden incidir en el pro-
blema, es imprescindible la existencia de planes de ámbito territorial limitado, 
actualizados de manera permanente y dirigidos a los diversos colectivos de 
jóvenes y adolescentes.
Es obvio que las drogodependencias y otras adicciones son un problema de salud 
pública. Por ello es necesario recurrir a todas las técnicas e instrumentos que 
se vienen utilizando en salud comunitaria y, por supuesto, se debe buscar una 
implicación muy activa de la comunidad en todas las fases del proceso.
No parece haber duda en que los ámbitos a los que tienen que llegar esas líneas 
de actuación son varios: la comunidad, la escuela, la familia, zonas de riesgo, 
espacios de ocio, y también el asistencial, donde junto con las actuaciones de 
promoción se han de consolidar y completar unos recursos que se muestra 
insufi cientes.
2- Competencias e intervención integral
Deben defi nirse con precisión las competencias de las distintas administracio-
nes públicas que están llamadas a intervenir en la materia, pues sólo desde la 
exigencia de responsabilidad en el cumplimiento de esas competencias se puede 
abordar la problemática inherente.
Precisar asimismo las medidas de coordinación necesarias entre las distintas 
administraciones públicas para conseguir la atención integral al problema 
desde las distintas ópticas y vertientes, dado el carácter transversal de la 
cuestión.
Ha de realizarse un tratamiento conjunto de Planes contra el consumo perju-
dicial de sustancias adictivas, incluyendo drogas, alcohol, tabaco, etc, pues, en 
defi nitiva, el consumo de esas sustancias tiene similares características.
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3- Planifi cación
Defi nir normativamente los aspectos básicos de los Planes sobre drogodepen-
dencias. Así,

- Sistematizar y homogeneizar los estudios que deben hacerse sobre la materia 
así como las medidas que se deban adoptar para alcanzar soluciones, garan-
tizando de esta forma el seguimiento regular del problema, el conocimiento 
de su evolución y la efi cacia real de los planes y actuaciones que desde la 
Administración se llevan a cabo.
- Defi nir los objetivos de calidad (reducción de daños asociados, retraso de 
edad en el inicio del consumo, disminución del mismo, generación de con-
ciencia social, resultados de alternativas de ocio, etc) y los modos de evalua-
ción continua, no limitándose a ejecutar múltiples iniciativas sin valoración 
alguna sobre su utilidad. Este aspecto es la gran asignatura pendiente de la 
Administración.
- Dotar los planes de la sufi ciente fi nanciación. Siendo evidente que buena 
parte de los programas contra los usos de la droga son desarrollados por 
los Ayuntamientos pero con fi nanciación de las CCAA, procede revisar las 
fórmulas de fi nanciación  de tales  actuaciones  para que se asegure su eje-
cución real.

En defi nitiva, profundizar en la consideración de los Planes de Drogas como un 
instrumento de impulso, programación y evaluación de un conjunto integrado 
de servicios, programas y medidas que actúen de forma intensiva y coordinada, 
con el objetivo común de controlar la oferta y reducir la demanda.
4- Prevención
Deberían intensifi carse todas las estrategias de intervención, principalmente de 
prevención y control -como ya se viene haciendo por ejemplo en el consumo de 
tabaco-, con el objetivo de crear un clima social favorable a la adquisición de 
hábitos de consumo saludables, de tal suerte que, sin caer en la estigmatización, 
el consumo de drogas, legales e ilegales, sea percibido por la población como 
un factor perjudicial para la salud que debe rechazarse y no como un valor 
aceptado socialmente.
Para ello sugerimos canalizar las actuaciones de prevención a través de los sis-
temas normalizados (educación, sanidad, servicios sociales, cultura, deportes, 
medios de comunicación, etc.), de forma que puedan mantenerse en el tiempo 
y llegar a un mayor número de personas.
Familia
Apoyo a las familias como reconocimiento del hecho indiscutible de que la me-
jor prevención se produce en el ámbito familiar. El ordenamiento jurídico y las 
administraciones públicas deben prestar mayor apoyo a los progenitores para 
que puedan conciliar la vida laboral con la familiar, para que tengan recursos y 
asesoramiento sufi cientes y puedan educar a sus hijos. Hasta la fecha las medidas 
establecidas al efecto resultan sumamente insufi cientes.
No hay que olvidar que los padres son los principales responsables de la educa-
ción y comportamiento de sus hijos, lo cual obliga a que siempre que se produzca 
un confl icto en que intervengan menores o una situación de riesgo derivada del 
consumo de sustancias, se debe dar inmediata participación a los progenitores 
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para que asuman su papel, con independencia de que los hechos ocurran en un 
ámbito público o privado, en la vía pública o en un centro escolar.
Escuela
La educación en el consumo alimentario y de sustancias adictivas se debe incluir 
en los planes de estudio de la ESO, FP y bachillerato, al ser absolutamente 
necesario dotar a los jóvenes de conocimientos que les permitan desarrollar 
comportamientos saludables. Dicha inclusión debe reconocerse expresamente 
(educación para la salud) en el conjunto del currículo, de manera transversal en 
todas las materias implicadas y en el plan de acción tutorial, de manera que se 
imparta con regularidad junto los demás contenidos del currículo.
Comunidad
Se debe profundizar en la prevención en el ámbito comunitario para lograr la 
implicación de todos los agentes e Instituciones afectados, tanto públicos como 
privados.
En este aspecto las administraciones públicas tienen que contar con profesio-
nales relacionados con la educación y la intervención social especializados para 
actuar efi cazmente en este ámbito y promover alternativas de ocio con los niños 
y jóvenes.
Las administraciones públicas deben exigir a las empresas y medios de comuni-
cación social que establezcan códigos de autorregulación y cumplan de manera 
activa la normativa vigente en materia de publicidad.
Ocio
Si bien los programas de prevención dirigidos a los jóvenes en el ámbito del ocio 
y el tiempo libre han registrado un aumento muy notable de su cobertura en los 
últimos años, aún no son totalmente accesibles al conjunto de este colectivo.
Se recomienda el cumplimiento efectivo de la normativa publicitaria sobre be-
bidas alcohólicas y tabaco. Algunas medidas concretas pueden dirigirse hacia 
la creación a nivel local de mesas por la prevención del consumo abusivo de 
alcohol en la que participen hosteleros, distribuidores de bebidas, medios de 
comunicación y representantes municipales.
Se promoverá la coordinación entre las administraciones públicas y las empresas 
de hostelería para garantizar que no se dispensen a los menores productos adicti-
vos, lo que supondrá incrementar las medidas de inspección de establecimientos 
y espectáculos públicos, la formación de los empleados para que colaboren en 
la prevención y eviten la distribución fácil de sustancias así como una fi rme 
aplicación del régimen sancionador en caso de vulneración de la ley.
También sugerimos que la Administración estudie la incidencia de la regulación 
horaria de los establecimientos de hostelería en el consumo abusivo de todo 
tipo de sustancias perjudiciales.
5. Atención integral
Conviene resaltar de nuevo la importancia de la información y sensibilización 
para el reconocimiento de los problemas que conlleva el abuso a las drogas (prin-
cipalmente las de mayor consumo: alcohol y cannabis), a la vez que se normaliza 
la imagen social de los drogodependientes y de los servicios de atención.
Por todo ello, sugerimos la adopción de estrategias de información dirigidas 
tanto a la población general como a los grupos donde se concentran los mayores 
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consumos, respecto a los síntomas o criterios indicativos de la existencia de un 
problema de abuso o dependencia a las drogas, enfatizando su posible solución 
y la mejora sustancial del pronóstico cuanto más temprana es la intervención; 
también en relación a los principales contenidos de las diferentes modalidades 
terapéuticas con las que se abordan este tipo de problemas, destacando que los 
centros de tratamiento atienden todo tipo de dependencia a las drogas.
En este sentido, debería avanzarse en la integración de los servicios y programas 
existentes en los sistemas normalizados de salud y servicios sociales, de tal for-
ma que los ciudadanos perciban que la atención que reciben es una prestación 
más de dichos sistemas y que tienen reconocidos por la legislación vigente los 
mismos derechos y deberes que el resto de usuarios, garantizándose en todo 
momento su asistencia inmediata, sin que deba ser la familia la que busque los 
servicios más apropiados.
Asimismo, deberían fl exibilizarse la diferentes estrategias terapéuticas de for-
ma que puedan atender a los chicos y chicas adolescentes, garantizándose la 
detección precoz y el apoyo terapéutico a sus familias.
6. Régimen sancionador
Desde nuestro punto de vista, los mayores daños son los efectos sanitarios y 
sociales que el uso y abuso de alcohol produce en nuestros jóvenes en los tiem-
pos y espacios de ocio. Resulta obvio que un objetivo debe ser el retraso en la 
edad de inicio en el consumo, ya que ello puede ayudar a que los consumidores 
se encuentren menos vulnerables e indefensos ante la oferta del alcohol y de 
otras sustancias. Así, en este ámbito sugerimos a las distintas administraciones 
las siguientes actuaciones:

- Con el fi n de reducir la disponibilidad del tabaco así como el consumo inde-
bido y abusivo de bebidas alcohólicas en el entorno social, lograr que todos 
los municipios aprueben una Ordenanza reguladora de esta materia.
- Debe garantizarse el cumplimiento del régimen sancionador de las infrac-
ciones por distribución y venta de alcohol y tabaco a menores y garantizar 
el cumplimiento efectivo de las normas que prohíben el consumo de tabaco, 
alcohol y otras drogas en diferentes espacios y centros de uso público, inten-
sifi cando los mecanismos de inspección y sancionadores.
- Facilitar a todos los establecimientos donde se vendan bebidas alcohólicas 
y/o tabaco los carteles de advertencia de las limitaciones a dicha actividad.

En cualquier caso, estamos convencidos que es un problema que afecta a todas 
las administraciones y a todos.”

A lo largo de las jornadas se debatieron diversas cuestiones relacionadas con los 
menores, a partir de las intervenciones de distintos expertos en la materia y de los 
propios Defensores.

El Ararteko, Iñigo Lamarca, presentó una ponencia bajo el título “Violencia escolar 
y familia”, que fi gura en este informe como anexo I.

Dado que la celebración de las jornadas coincidió con el “Día Internacional por 
la Erradicación de la Pobreza”, los Defensores del Pueblo adoptaron una declaración 
que se reproduce en el apartado “Atención específi ca a la problemática de las personas 
extranjeras y de las minorías étnicas”.
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Una vez debatidas todas las ponencias, se adoptaron las siguientes conclusiones 
generales:

“Conclusiones generales de las XX Jornadas de Coordinación de los 
defensores y defensoras del pueblo sobre la respuesta de las admi-
nistraciones públicas ante diferentes fenómenos y problemas que 
afectan a la infancia y la juventud
Los Defensores y Defensoras del Pueblo, como instituciones que tienen asig-
nada la defensa de los derechos de todas las personas, muestran una especial 
dedicación hacia aquellos sectores de la sociedad que por su vulnerabilidad 
requieren una singular protección. En este contexto, estas instituciones vienen 
desarrollando como objetivo prioritario en sus actuaciones la defensa de los 
derechos de la infancia y la adolescencia.
Nos encontramos ante una realidad cambiante que afecta a este sector de la 
población que, en algunos casos, está generando preocupación social y que exige 
una adecuada respuesta de toda la sociedad. Nuestros jóvenes viven situaciones 
a veces difíciles, derivadas de una sociedad en cambio, de nuevos contextos 
educativos (sociedad globalizada, de la comunicación, en red), con nuevas opor-
tunidades y riesgos. Se trata de una realidad compleja que debe explicarse como 
tal y que requiere la implicación de todos (la escuela, la familia, la cultura, los 
medios de comunicación, los poderes públicos, etc.).
Ante esta situación, los Defensores y Defensoras del Pueblo reunidos en Ali-
cante en las XX Jornadas de Coordinación, han considerado necesario abordar 
en estas Jornadas una refl exión y valoración de esta realidad que posibilite un 
pronunciamiento de estas instituciones que contribuya a aportar algunos ele-
mentos que ayuden a lograr una mayor garantía de los derechos que afectan a 
la infancia y a la juventud.
En este sentido, los Comisionados, MANIFESTAMOS que:
• Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir en una sociedad que les 

ayude a desarrollarse como personas en  un entorno de convivencia, a contar 
con personas adultas que les acompañen en su desarrollo, que les enseñen 
a comprender que forman parte de una comunidad y, en consecuencia, a 
respetar normas y límites de convivencia.

• La aparición de situaciones confl ictivas que tienen a los niños, niñas y ado-
lescentes como protagonistas y que concitan la preocupación de la sociedad, 
no debe hacernos olvidar que la infancia y adolescencia forma parte de una 
realidad social que todos compartimos y de la que somos corresponsables.

• Solo la participación de los niños, niñas y adolescentes en la gestión de su 
propia vida y en los ámbitos de convivencia familiar, escolar y social, podrá 
garantizar esa implicación directa que se requiere para su adecuado desarro-
llo. La mejor manera de proteger a la infancia y la adolescencia es dotarla 
de recursos para gestionar adecuadamente los riesgos y la complejidad de la 
sociedad en la que han de vivir.

• Para que el sistema de protección ofrezca a los menores a los que atiende so-
luciones adecuadas y oportunas a su situación personal, debería organizar sus 
actuaciones e intervención de manera ágil, individualizada, objetiva y fl exible.
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Como respuesta a estas necesidades, planteamos las siguientes PROPUES-
TAS:
1. Que se evalúe y analice si los servicios públicos destinados a la atención 

de la infancia y adolescencia están dando una respuesta adecuada a sus 
nuevas necesidades. En este sentido, resulta de especial importancia revisar 
en profundidad los sistemas de protección y reforma y valorar sus logros y 
difi cultades, así como la respuesta que están dando a determinados sectores 
sociales en situaciones especialmente vulnerables.

2. Que con independencia de las distintas posiciones que puedan adoptarse 
respecto de la actual reforma de la Ley Penal del Menor, cualquier propuesta 
de mejora debe basarse en una evaluación y ponderación del actual marco 
normativo, de los medios actuales puestos a su disposición y de la efi cacia 
de las medidas para lograr que los adolescentes se hagan responsables de sus 
conductas.

3. Que ante las distintas manifestaciones de violencia es imprescindible que las 
administraciones públicas, en los distintos niveles y sistemas, impulsen planes 
de coordinación de sus actuaciones y programas en relación con la prevención 
y atención de este fenómeno social en los diferentes ámbitos en los que se 
produzcan. En este sentido, llamamos especialmente la atención sobre el 
problema de la violencia de género en el ámbito juvenil, que se manifi esta 
en proporciones similares a como lo hace en el mundo de adultos.

4. Que desde los poderes públicos se fomenten las potencialidades que presen-
tan las nuevas tecnologías, como herramienta formativa, educativa y de ocio 
para los menores. Que se establezca una regulación que elimine los riesgos 
derivados de los contenidos ilícitos, nocivos y peligrosos que presentan, y que 
se propicie la educación de los menores en un uso responsable y seguro de 
las mismas.

5. Que las administraciones den prioridad a los planes de convivencia en los 
centros educativos y difundan las buenas prácticas que ya existen, poniendo 
una especial atención en los aspectos organizativos, de distribución del alum-
nado y de implicación de los núcleos familiares en la actividad educativa.

6. Que ante los fenómenos grupales de los adolescentes y jóvenes denominados 
tribus urbanas, debe diferenciarse lo que son manifestaciones propias de su 
forma de ser y de su necesidad de pertenencia a un determinado colectivo, 
de aquellas otras que suponen una ruptura de la convivencia social y que re-
quieren la adopción de medidas adecuadas y efectivas. Las administraciones, 
especialmente las locales, han de desarrollar un sistema de trabajo educativo y 
social de calle, en el propio medio, que permitan conocer la realidad y actuar 
cuando aparezcan las difi cultades.

7. Que los diferentes agentes sociales (la comunidad, la escuela, la familia, los 
medios de comunicación...) den una respuesta integral, coherente y no con-
tradictoria respecto a los consumos tempranos y perjudiciales de sustancias 
tóxicas y estupefacientes, de alcohol, así como de tabaco, que deben ser 
considerados como un problema de salud pública.

En Alicante, a 19 de octubre de 2005”


